
 

 

 

 

 

Proceso Ejecutivo a continuación 

Demandante Banco Colpatria Red Multibanca Colpatria S.A. 

Demandado Gerardo y Nicolas Gallego S.A. 

Radicado  No. 05001-31-03-017-2012-0005-01 

Instancia Segunda 

Procedencia Juzgado 3º Civil del Circuito de Ejecución de Medellín 

Asunto Interlocutorio No. 173 

Decisión Confirma 

Tema  Desistimiento tácito  

Subtemas  Interrupción de los términos previstos en el art. 317 
del C. General del Proceso para el desistimiento 
tácito. Terminación del proceso por desistimiento 
tácito. Jurisprudencia.   

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR  

 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Medellín (Ant.), catorce de diciembre de dos mil veintitrés 

 

I. OBJETO 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra el auto proferido por el JUZGADO 

TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE EJECUCION, el 17 de 

octubre de este año, por medio del cual dio por terminado por 
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desistimiento tácito, el proceso ejecutivo instaurado por 

BANCO COLPATRIA RED MULTIBANCA COLPATRIA S.A. 

en contra de GERARDO Y NICOLAS GALLEGO S.A.  

 

II. ANTECEDENTES 

 

El 17 de octubre último, el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE EJECUCION, decretó la terminación del proceso 

por desistimiento tácito, sin lugar a levantar las medidas 

cautelaras porque no se perfeccionaron y, ordenó el desglose 

de los documentos que sirvieron como soporte para el 

recaudo ejecutivo, teniendo en cuenta que la última actuación 

data del 9 de agosto de 2021, notificada por estados el 10 de 

los mismos, mes y año, y que desde dicha fecha no se 

presenta memorial alguno, hasta el 6 de octubre del presente 

año, que desde el correo electrónico 

marianabedoya@gqjuridico.com, que no está registrado al 

SIRNA como de dominio del apoderado judicial de la parte 

actora, se aporta la liquidación del crédito, de la que se 

solicita dar traslado e impartir aprobación si estuviese 

ajustada a derecho.  

 

Contra esta decisión, la parte demandante interpuso el 

recurso de reposición y, en subsidio, apelación, argumentando 

que el 6 de octubre último presentó la liquidación del crédito 

actualizada, para desvirtuar el desinterés de su parte y 

expresando el interés de continuar con él proceso; lo que hizo 

antes de decretar la terminación del proceso por desistimiento 

tácito; lo que demuestra el interés que le asiste para 

continuar con el trámite del proceso y, desplegar las 

actividades tendientes para evitar la terminación anormal; si 

mailto:marianabedoya@gqjuridico.com


 3 

bien los dos años a que se contrae el art. 317-2 del C.G.P., 

después de la última actuación, ya habían transcurrido, el 

auto que decretó el desistimiento tácito no se había proferido 

para la fecha en que aportó la liquidación del crédito; por lo 

tanto, no había lugar a decretarla. 

 

En el auto que decretó el desistimiento tácito, indicó que se 

allegó el memorial con la liquidación actualizada del crédito, 

pero que no fue enviada desde el correo electrónico que tiene 

registrado en el SIRNA; a lo que advierte, que dicho escrito 

fue remitido desde su oficina a su nombre y por una de las 

abogadas de apoyo, doctora Mariana Bedoya Cruz, autorizada 

para el envío de solicitudes, memoriales, interposición de 

recursos, etc.; no obstante, reitera su visto bueno y por ende, 

autoriza dicho envío; amén, que el memorial se envió con 

copia a su dirección electrónica agarciaquiroz2@gamil.com; 

solita se tenga como presentado y se proceda a darle trámite 

y, para avalarlo remite el presente recurso desde su dirección 

electrónica con la solicitud de que todos los memoriales o 

solicitudes que se radiquen desde la dirección electrónica 

marianabedoya@gqjuridico.com y avalencia@gqjuridico.com 

esta última correspondiente a la abogada Adriana María 

Valencia Penagos, sean tenidas como debidamente aportadas 

al proceso. 

 

Continúa precisando, que las anteriores consideraciones 

resultan relevantes para que el Juzgado se abstuviera de 

decretar el desistimiento tácito, garantizando los derechos de 

rango constitucional, como el de acceso a la administración de 

justicia y el debido proceso; considera que el Juzgado incurrió 

en un exceso de ritual manifiesto; toda vez, que el memorial 

mailto:agarciaquiroz2@gamil.com
mailto:marianabedoya@gqjuridico.com
mailto:avalencia@gqjuridico.com
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aportado tenía la finalidad de impulsar el proceso; para lo cual 

trae como soporte, lo previsto por el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo de Boyacá y, la Sala de Casación 

Civil en sentencia STC1191-2020; en este proceso, la 

sentencia data del año 2013 y desde allí se han presentado 

las liquidaciones del crédito para continuar con su trámite, 

dado que no existen medidas efectivas ni bienes que rematar 

y, como los créditos no han sido cancelados se pretende que 

se continúe para proteger el derecho de la demandante; lo 

contrario sería dejar desprotegida a la pretensora, quien 

acudió a la administración de justicia para obtener la 

satisfacción de la obligación demandada y, por ello, fue que 

se presentó la liquidación del crédito antes que se ordenara el 

desistimiento tácito; siendo lo procedente dar aplicación al 

derecho sustancial sobre cualquier formalidad para garantizar 

al demandante los derechos al libre acceso a la administración 

de justicia y al debido proceso; solicita se reponga el auto 

recurrido y proceda a correr traslado de la liquidación del 

crédito; trayendo a colación lo indicado por la jurisprudencia, 

dabdi cuenta que no hay lugar a decretar el desistimiento 

tácito, cuando dentro del término de ejecutoria del auto lo 

decreta, se cumple con la carga procesal o se actúa dentro de 

la causa; como aconteció en el presente caso; reitera su 

interés de continuar con el proceso y, por lo tanto, solicita se 

deje sin efectos el auto recurrido, y en su lugar, se le dé 

trámite a la liquidación del crédito presentada. 

 

Por auto del 20 de noviembre de este año, negó el recurso de 

reposición y, en subsidio, concedió el de apelación. Al efecto, 

indica que en este caso se cuenta con auto ordenando seguir 

adelante la ejecución y la última actuación registrada, antes 
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de dar por terminado el proceso por desistimiento tácito, data 

del 10 de agosto de 2021 y, posterior a ello, el 6 de octubre 

del presente año, se observa la radicación de un memorial; 

por lo que resultaba procedente decretar la terminación del 

proceso por desistimiento tácito, toda vez, que habían 

transcurrido más de dos (2) años, sin que se adelantara 

ninguna actuación conforme con el art. 317-2 del C.G.P.; 

considera que los argumentos del recurrente no son de 

recibo, porque si bien la norma establece que cualquier 

actuación interrumpe los términos previstos, dicha situación 

no se presentó en el presente caso, como viene de indicarse; 

esto es, que como la inactividad del presente superó los dos 

(2) años no se podía interrumpir dicho término porque ya se 

había superado, cuando se allegó el memorial del 6 de 

octubre de 2023; a más, se tiene que tener presente la 

perentoriedad de los términos procesales previstos en el art. 

117 Ib.; para lo cual trae a colación lo ordenado por esta 

Corporación el proveído del 17 de noviembre de la presente 

anualidad; en proceso radicado No. 05001-31-03-016-2016-

00926-01, M.P. Dr. Martín Agudelo Ramírez; además, que al 

escrito allegado se le dio el trámite correspondiente, como se 

precisó en el numeral tercero de la providencia recurrida, sin 

que se encuentre en un limbo jurídico como lo da a entender 

el recurrente. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

El problema jurídico: El recurso de cara al auto recurrido, 

plantea el siguiente problema jurídico que la Sala debe 

resolver: ¿un memorial presentado después de transcurridos 

los dos (2) años, a que se contrae el literal b, del numeral 2, 
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del artículo 317 del C.G.P., es idóneo para interrumpir ese 

término? 

 

El desistimiento tácito. La figura del desistimiento tácito la 

regula el art. 317 del C.G.P., para el caso en específico el 

numeral 1., de la preceptiva dispone:  

 

“El desistimiento tácito se aplicará en los siguientes eventos: 

 

“1. Cuando para continuar con el trámite de la demanda, del 

llamamiento en garantía, de un incidente o de cualquiera otra 

actuación promovida a instancia de parte, se requiera el 

cumplimiento de una carga procesal o de un acto de la parte 

que haya formulado aquella o promovido estos, el juez le 

ordenará cumplirlo dentro de los treinta (30) días siguientes 

mediante providencia que se notificará por estado. 

 

“Vencido dicho término sin que quien haya promovido el 

trámite respectivo cumpla la carga o realice el acto de parte 

ordenado, el juez tendrá por desistida tácitamente la 

respectiva actuación y así lo declarará en providencia en la 

que además impondrá condena en costas. 

 

“El juez no podrá ordenar el requerimiento previsto en este 

numeral, para que la parte demandante inicie las diligencias 

de notificación del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento de pago, cuando estén pendientes actuaciones 

encaminadas a consumar las medidas cautelares previas. 

 

“2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, 

en cualquiera de sus etapas, permanezca inactivo en la 
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secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza 

ninguna actuación durante el plazo de un (1) año en primera 

o única instancia, contados desde el día siguiente a la última 

notificación o desde la última diligencia o actuación, a petición 

de parte o de oficio, se decretará la terminación por 

desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento previo. En 

este evento no habrá condena en costas o perjuicios a cargo 

de las partes. 

 

“El desistimiento tácito se regirá por las siguientes reglas: 

 

“a) Para el cómputo de los plazos previstos en este artículo no 

se contará el tiempo que el proceso hubiese estado 

suspendido por acuerdo de las partes; 

 

“b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a 

favor del demandante o auto que ordena seguir 

adelante la ejecución, el plazo previsto en este numeral 

será de dos (2) años; (negrillas y subrayas fuera de texto) 

 

“c) Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de 

cualquier naturaleza, interrumpirá los términos previstos en 

este artículo; 

 

“d) Decretado el desistimiento tácito quedará terminado el 

proceso o la actuación correspondiente y se ordenará el 

levantamiento de las medidas cautelares practicadas; 

 

“e) La providencia que decrete el desistimiento tácito se 

notificará por estado y será susceptible del recurso de 
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apelación en el efecto suspensivo. La providencia que lo 

niegue será apelable en el efecto devolutivo; 

 

“f) El decreto del desistimiento tácito no impedirá que se 

presente nuevamente la demanda transcurridos seis (6) 

meses contados desde la ejecutoria de la providencia que así 

lo haya dispuesto o desde la notificación del auto de 

obedecimiento de lo resuelto por el superior, pero serán 

ineficaces todos los efectos que sobre la interrupción de la 

prescripción extintiva o la inoperancia de la caducidad o 

cualquier otra consecuencia que haya producido la 

presentación y notificación de la demanda que dio origen al 

proceso o a la actuación cuya terminación se decreta; 

 

“g) Decretado el desistimiento tácito por segunda vez entre 

las mismas partes y en ejercicio de las mismas pretensiones, 

se extinguirá el derecho pretendido. El juez ordenará la 

cancelación de los títulos del demandante si a ellos hubiere 

lugar. Al decretarse el desistimiento tácito, deben desglosarse 

los documentos que sirvieron de base para la admisión de la 

demanda o mandamiento ejecutivo, con las constancias del 

caso, para así poder tener conocimiento de ello ante un 

eventual nuevo proceso; 

 

“h) El presente artículo no se aplicará en contra de los 

incapaces, cuando carezcan de apoderado judicial.”  (Negrillas 

fuera del texto). 

 

Como se advierte, el literal c) del numeral 2° del artículo 317 

del C. General del Proceso, que viene de transcribirse y 

aplicable para resolución de este caso, expresamente indica 
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que cualquiera actuación, de oficio o a petición de parte, de 

cualquier naturaleza, interrumpirá los términos previstos en 

este artículo. 

 

En verdad, el solo abordaje de la literalidad de la norma 

ofrece dificultades, porque el hecho de que un ciudadano 

cualquiera llegue a un juzgado a preguntar por el estado de 

un proceso, constituye una conducta o acto y, como tal es 

una actuación en los términos del dispositivo citado; de donde 

cabe preguntar si tal episodio tiene la virtualidad de generar 

el fenómeno interruptor de los términos a que se contrae la 

norma. Una respuesta positiva haría imposible el 

cumplimiento de la norma y, de contera, atentaría contra la 

finalidad que con la misma se persigue, como es la de una 

pronta resolución de los litigios, donde a más del interés 

particular de los litigantes, está implicado un interés general y 

superior de la sociedad y del Estado; pues se reitera, basta 

una gestión como la indicada o cualquier otra que realice el 

juzgado de oficio, sin distinguir su naturaleza, finalidad y 

consecuencias, para que se presente la interrupción del 

término. 

 

Lo cierto es que la norma es tan confusa y problemática que 

hay quienes consideran que solo tiene aplicación para el 

evento que establece el numeral 2° del artítulo 317, que tiene 

lugar cuando el proceso ha permanecido inactivo por más de 

un año y se excluye, para el desistimiento tácito que regula el 

numeral 1° del artículo 317; porque para la inactividad por el 

lapso indicado, basta con observar la parálisis y de plano se 

da por terminado, sin necesidad de que medie requerimiento 

de la judicatura para gestionar y ejecutar un acto pendiente y 



 10 

que está a cargo de las partes, como si ocurre en el primer 

evento; además, basta con advertir que cuando la norma 

refiere a la última actuación, el intérprete ni siquiera tiene 

que pensar si hubo otro acto de las partes o de la judicatura 

que origine la suspensión o la interrupción de tal término, 

porque precisamente ese es el último acto que sirve de 

parámetro para ese cómputo y que muy posiblemente a la 

vez tuvo la virtud de interrumpir un término anterior que 

venía corriendo y, se reitera, este nuevo término es el que da 

lugar a la finalización del litigio. Para un mejor entendimiento, 

es pertinente puntualizar que, en este evento, no están 

corriendo términos para una de las partes o para todas las 

que intervienen en el litigio y que son susceptibles de los 

fenómenos de la interrupción y suspensión de términos; se 

itera, simplemente el proceso está a la espera de un acto de 

los litigantes para continuar su marcha normal con miras a su 

conclusión, de donde esa espera prolongada es la que 

constituye la parálisis o inactividad. 

 

Ahora, el evento de la terminación del proceso por 

desistimiento tácito que está supeditado al requerimiento 

previo, tiene como propósito evitar la parálisis del proceso y, 

precisamente si esa parálisis dura más de un año es la que da 

lugar a su terminación de plano sin que se exija tal 

requerimiento previo; interpretación que precisamente lleva a 

concluir que al consagrar la norma la interrupción del término 

por cualquier actuación de oficio o de la parte, su aplicación 

es para la terminación que está consagrada cuando la parte 

no impulsa el proceso dentro del término que legalmente se le 

concede en el requerimiento, se reitera; porque en este caso, 

lo que se busca es que la impulsión del proceso transcurra sin 
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dilaciones e inactividades, de donde esa interpretación 

termina desconociendo garantías de los justiciables, por 

desconocer los fenómenos que afectan los términos como se 

ha venido indicando, como la interrupción y la suspensión, 

legalmente consagrados y regulados, como se verá más 

adelante y, que a la postre termina desconociendo los efectos 

de la norma, cuál es la de que el proceso concluya 

normalmente con sentencia decidiendo el litigio, sin que sufra 

de parálisis durante su trámite por la ausencia de gestión de 

los extremos de la relación procesal. 

 

Para desentrañar el alcance de la norma, se debe tener en 

cuenta que su filosofía está encaminada a rodear de garantías 

a los justiciables; en cuyo caso, se debe tener en cuenta que 

a pesar de que los términos corren ininterrumpidamente para 

las partes, en la secretaría del estrado judicial donde debe 

permanecer el expediente a disposición de éstas, se 

presentan fenómenos con la potencialidad de afectarlos y que 

no pueden ser desconocidos por la judicatura, como ocurre 

precisamente, con la interposición del recurso de reposición, 

que genera su interrupción o por otros hechos, que dan lugar 

a la suspensión, como cuando el proceso ingresa al Despacho 

del juez o magistrado (véase artículo 118 del C. G. P.), 

cuando se declare un impedimento o se recusa al funcionario 

(art. 145 C.G.P.) y, cuando se presenta una causal de 

interrupción del proceso (art. 159 C.G.P.). 

 

Como el artículo 118 del C. G. del Proceso, antes artículo 120 

del C. de P. Civil, expresamente regula tanto la interrupción 

como la suspensión de términos, indicando las consecuencias 

que acarrea cada uno de estos fenómenos, así como las 
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reglas que se deben tener en cuenta para el computo de los 

términos cuando se da una de estas eventualidades, 

necesariamente constituye el referente para interpretar y 

desentrañar el alcance de la regla, que se viene examinando, 

contenida en el literal c) del numeral 2° del artículo 317, lo 

que se conoce como interpretación sistemática, sin dejar de 

lado, la finalidad que con la misma se persigue. 

 

De cara a tales fenómenos tenemos: cuando se interpone 

recurso contra la providencia que concede un término, este se 

interrumpe y se comienza a computar de nuevo, a partir de la 

notificación del auto que resuelve el recurso (Inciso 3°, art. 

318). En cuanto a la suspensión, cabe advertir que a pesar de 

que mientras está corriendo un término se prohíbe el ingreso 

del expediente al despacho, lo que se explica porque deben 

correr ininterrumpidamente, existen excepciones a este 

postulado, como ocurre cuando se formulan peticiones 

relacionadas con el término o se requiere un trámite urgente; 

en cuyo caso, el secretario debe obrar previa consulta verbal 

con el juez, de lo cual dejará constancia en el expediente y si 

este ingresa al Despacho, el término se suspende, lo que está 

a tono con la norma que advierte que mientras el expediente 

esté a despacho no correrán los términos y se reanuda a 

partir del día siguiente al de la notificación de la providencia 

que se profiera, o partir del tercer día siguiente al de su 

fecha, si fuere de cúmplase. Ahora, otros eventos que 

generan la suspensión de términos, como ocurre con la 

declaratoria de impedimento y recusación y, la interrupción 

del proceso, citados por vía de ejemplo, también deben ser 

tenidos en cuenta. 

 



 13 

No se debe confundir la interrupción con la suspensión de 

términos, como lo indica la misma acepción. La suspensión, 

implica que el terminó que había corrido no desaparece y se 

computa hasta cuando se presentó el fenómeno que la genera 

y cuando está termina (la suspensión), se continúa el 

computo restante del término; de tal manera, que si durante 

el transcurso de un término ingresa el expediente a 

Despacho, desde ese mismo día se suspende y se reanuda el 

computo, para contabilizar el tiempo faltante, a partir de la 

notificación de la providencia que se profiera o a partir del 

tercer día siguiente si es de cúmplase, como lo precisa la 

norma citada; en cambio, la interrupción conlleva a que el 

término transcurrido desaparezca y se tenga que computar de 

nuevo en su totalidad, a partir de la notificación de la 

providencia que resuelve la impugnación formulada y, 

precisamente, se presenta por la interposición de recursos 

contra la providencia que la concede. 

 

Ahora, cuando el texto literal de la regla transcrita refiere a 

cualquier actuación, lo cierto, es que su aplicación con la 

amplitud indicada la haría inoperante; pero, la interpretación 

tampoco se puede restringir en el sentido de que solo se 

afecta, cuando se da el fenómeno de la interrupción por la 

interposición de recursos contra el auto que requiere a la 

parte para que realice un acto pendiente en el término de 

treinta (30) días; porque en verdad, se pueden presentar 

solicitudes relacionadas con el término y/o el acto pendiente 

de ejecutar, o quizás de otra naturaleza y que sean urgentes, 

las cuales demandan un pronunciamiento inmediato, en cuyo 

caso, el proceso debe ingresar al despacho del juez y 

mientras tanto no pueden correr los términos, suspensión de 
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términos que bajo ninguna circunstancia puede ser 

desconocida. 

 

Como se puede ver, la finalidad de tal precepto, no es otro 

que el blindar de garantías a los litigantes, poniendo a salvo el 

derecho de defensa y contradicción que no pueden ser 

desconocidos y, para hacer operante la norma se debe 

interpretar sistemáticamente a la luz de otras disposiciones 

contenidas en el Código General del Proceso, como el artículo 

118 que consagra los fenómenos de la interrupción y 

suspensión de términos, así como todos aquéllos casos 

consagrados legalmente, donde los términos resultan 

afectados, bien por la interrupción o suspensión del proceso. 

 

Consecuente con lo anterior, tenemos que todas aquellas 

actuaciones que no implica la resolución de un recurso contra 

el auto que contiene el requerimiento para que se ejecute una 

actuación a cargo de las partes en el término de treinta días, 

o que no conllevan a que el proceso ingrese a Despacho para 

emitir un pronunciamiento sobre el término u otro asunto 

urgente; bien, a petición de parte o de oficio, no tienen la 

virtud de afectar el término que está corriendo. 

 

El caso concreto. Bajo las circunstancias indicadas tenemos 

que, como acertadamente lo coligió el Juzgador de primer 

grado, el escrito radicado el 06 de octubre de la presente 

anualidad, no tenía la virtualidad de interrumpir el término de 

dos (2) años, de que trata el literal b, del numeral 2, del 

artículo 317, pues tal como quedó explicado, la última 

actuación data del 9 de agosto de 2021, notificada por 

estados el 10 de los mismos, mes y año; por lo tanto, el 
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término de dos (2) comenzó a correr desde el día siguiente de 

la fecha de notificación del citado proveído, esto es, desde el 

11 de agosto de 2021, como lo ordena el numeral 2 del art. 

317, que dispone frente al inicio de los términos que serán 

“contados desde el día siguiente a la última notificación o 

desde la última diligencia o actuación”. Es decir, dicho 

término se prolongó hasta el 11 de agosto de 2023, cuando 

venció y, que a voces del art. 117 del C.G.P., se torna 

perentorio e improrrogable, de donde la solicitud a la que 

alude el recurrente, fue allegada el seis (6) de octubre de 

2023, cuando ya había transcurrido y vencido el término de 

dos años, lo que tuvo lugar el 11 de agosto de 2023, como 

viene de indicarse; lo que implica, que la solicitud no tuvo la 

potencialidad de interrumpirlo; se reitera, porque el término 

ya esta consumado; se puntualiza, la interrupción solo se 

presenta cuando el término está corriendo; lo que permite 

colegir como acertadamente lo indicó el Juzgador de primer 

grado, que en este caso no se interrumpió el término de dos 

años y están aunados los presupuestos para la declaratoria de 

terminación del proceso por desistimiento tácito.  

 

Acorde con lo anterior, se impone la confirmación del auto 

recurrido, sin que haya lugar a condena en costas en segunda 

instancia porque no se causaron. 

 

IV. RESOLUCION 

 

Conclusión: De conformidad con el anterior análisis, se 

CONFIRMARÁ la decisión tomada en primera instancia. 
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A mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELÍN, SALA UNITARIA DE 

DECISIÓN CIVIL, 

 

IV. RESUELVE: 

 

1. CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicadas, 

por lo dicho en la parte considerativa. 

 

2. No hay lugar a condena en costas. 

 

3. Devuélvase el expediente a su lugar de origen, para que se 

surta el trámite correspondiente.  

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

MAGISTRADO 


